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Capítulo tercero

EL TRÁNSITO DE LA JURISPRUDENCIA  
AL PRECEDENTE

I. La incorporación del precedente judicial

Como ha podido constatarse, el razonamiento práctico en el ámbi-
to del derecho ha encontrado una expresión mucho más franca en 
el ámbito judicial, debido precisamente a que su tarea en el ámbito 
de la resolución de disputas que se someten a su consideración está 
sometida a la permanente exigencia de aportar razones que justifi-
quen sus decisiones.

Nuestro interés se ha centrado en el proceso de toma de de-
cisiones judiciales que es el contexto en el que se crea jurispru-
dencia y precedentes. Es la decisión judicial como continente la 
que integra los diferentes elementos de la sentencia entre los cuales 
encontramos los criterios interpretativos que permiten articular las 
premisas que conducen a una decisión particular.

Ciertamente, la jurisprudencia y el precedente tienen caracte-
rísticas semejantes y adoptan un cierto diseño dentro de cada orde-
namiento jurídico, no obstante, es posible y conveniente explicarlos 
como conceptos cercanos que están cada vez más presentes en la 
actividad cotidiana de los órganos jurisdiccionales. Esa es la tarea 
que me propongo en este capítulo, dar cuenta de estos conceptos 
en el contexto del derecho mexicano, considerando la evolución 
que ha tenido la jurisprudencia en el ordenamiento jurídico pero 
tomando en cuenta también la evolución del contexto en el cual se 
ha desarrollado.
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1. El marco de la reforma judicial en materia de precedente

El punto de partida es el cambio constitucional en materia de 
precedente ocurrido en 2021 aunque iremos bordando sobre di-
versos momentos en el desarrollo de la jurisprudencia hasta llegar 
al precedente.

Cuando se publicó la reforma judicial de 2021, hubo varios 
temas relacionados con la organización y administración del Poder 
Judicial de la Federación que fueron el foco de atención, el prece-
dente no fue uno de esos temas, de hecho, fue uno de los aspectos 
menos discutidos en el proyecto que reformó varios artículos de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.185

A pesar de la poca discusión que tuvo en el congreso, la refor-
ma judicial de 2021 marcó un punto de inflexión en la transfor-
mación del sistema de precedentes en México, de la mano de la 
reconfiguración de las tareas jurisdiccionales. Esta reforma no solo 
representó un cambio normativo, sino que colocó un eslabón más 
en el arduo camino  hacia el fortalecimiento de las instituciones del 
Estado en la protección de derechos humanos.

Fueron varios los objetivos de esta reforma,186 sin embargo, para 
efectos del tema que analizamos, hay dos fundamentales que hay 
que  destacar: 1) Fortalecer el rol de la Suprema Corte, dado que los 
diversos cambios en el diseño institucional estaban orientados a per-
mitirle concentrar sus recursos y atención en los asuntos de mayor 
relevancia para el orden jurídico nacional, lo cual permitiría conso-
lidarla como un auténtico tribunal constitucional; 2) Modernizar el 
sistema de jurisprudencia, al incorporar al precedente en el ordena-
miento jurídico, se operó una modificación sustancial al sistema de 

185		  Negrete Cárdenas, Michael Rolla, El precedente judicial en la jurisprudencia de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Un estudio crítico con motivo de la reforma judicial 
2021, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2022, p. 89.

186		  Proyecto de reformas con y para el Poder Judicial de la Federación, Po-
der Judicial de la Federación, 2020. Disponible en: https://www.scjn.gob.mx/sites/
default/files/carrusel_usos_multiples/documento/2020-02/Proyecto%20de%20Reforma 
%20Judicial_1%20%283%29.pdf.
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creación y aplicación de jurisprudencia, con el objetivo de fortalecer 
el carácter constitucional del máximo tribunal del país. 

Ambos objetivos fundamentales estaban orientados a que la 
doctrina constitucional generada por la Corte como el máximo 
intérprete de la Constitución pudiera servir como un marco efecti-
vo para la toma de decisiones jurisdiccionales en el ámbito federal 
y local de la administración de justicia. Los cambios, se presume, 
fortalecen la posición institucional de la Corte, al tiempo que pro-
mueven mayor coherencia y uniformidad en la interpretación y 
aplicación del derecho en todo el país.

Debido a la profundidad y amplitud de estas modificaciones 
constitucionales, dio inicio la undécima época del Semanario Judicial 
de la Federación, con la emisión del Acuerdo General 1/2021 del 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. El cambio de 
época del Semanario,187 como es sabido, se ha presentado históri-
camente cuando se presentan momentos de inflexión en la evolu-
ción del sistema judicial y el ordenamiento jurídico mexicano.

El impacto de esta reforma se extiende a todos los actores del 
sistema judicial: desde los justiciables que buscan acceso a una jus-
ticia más eficiente y predecible, hasta los operadores jurídicos que 
requieren marcos interpretativos claros para su labor cotidiana. La 
reforma representa así, para muchos, un paso decisivo hacia la mo-
dernización y fortalecimiento del sistema de justicia mexicano, que 
articula un eslabón más en el fortalecimiento de una impartición de 
justicia más efectiva y coherente en el siglo XXI.

No obstante su importancia, los cambios implementados cau-
saron nuevas y legítimas interrogantes entre las personas operado-

187		  Desde su creación en 1870, como periódico que tuvo por objeto la publi-
cación de las sentencias definitivas de los tribunales federales, su producción com-
prende dos grandes periodos temporales: la jurisprudencia histórica, que comprende las 
primeras cuatro épocas del Semanario hasta la Constitución de 1917, y la jurispru-
dencia aplicable, que inició a partir de esta Constitución hasta la fecha. Guerrero Lara, 
Ezequiel y Guadarrama López, Enrique (comps.), La interpretación constitucional de la 
Suprema Corte de Justicia (1917-1982), México, UNAM, Instituto de Investigaciones 
Jurídicas, 1984, Serie A Fuentes, Textos y Estudios Legislativos, núm. 54, t. I, p. 12.
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ras judiciales, del foro y la academia188 respecto de la compatibili-
dad del precedente con un sistema de Civil Law o derecho legislado 
como el nuestro, la forma en la que debía entenderse esta incor-
poración, así como las consecuencias que tendría para la opera-
ción cotidiana del sistema de jurisprudencia y tesis con el que la 
comunidad jurídica había venido trabajando desde mediados del 
siglo XX. 

Un aspecto interesante y no menor, es que la reforma ocurrió a 
nivel constitucional, para después dar paso a reformas legales que 
acompañaron este tránsito. Este aspecto es importante, ya que por 
mandato constitucional se incorporó el recurso a precedentes con 
características muy específicas, a diferencia de otros ordenamientos 
jurídicos en donde ha sido la propia Corte Suprema la que ha de-
sarrollado dicha competencia a través de sus fallos.

2. Apuntes sobre la reforma judicial

Pero vayamos por partes y abordemos la interrogante relacio-
nada con la compatibilidad del precedente con el sistema de juris-
prudencia mexicano, ¿qué cosa puede significar que se incorpore 
el precedente a un ordenamiento jurídico como el mexicano en el 
que ya existía la jurisprudencia? Y en todo caso ¿para qué? Lo 
primero, es recuperar la idea muy extendida entre nosotros según 
la cual existe una completa incompatibilidad entre los sistemas jurí-
dicos189 del Common Law y del Civil Law, por lo cual, hablar de insti-

188		  Además de sortear la dificultad explicativa acerca de si podemos hablar 
o no acerca del precedente, Sánchez Gil se hizo cargo de examinar el estado de 
cosas en relación con la posibilidad de hablar de “una teoría del precedente” 
general, que se encuentra en construcción incipiente, así como de las dificulta-
des conceptuales y regulatorias que enfrentamos en el contexto mexicano. La 
discusión acerca del problema de designación entre precedente, ejecutoria y tesis 
puede verse en Sánchez Gil, Rubén, “El precedente judicial en México. Funda-
mento constitucional y problemas básicos”, Cuestiones Constitucionales, núm. 43, 
2020, pp. 377-432. 

189		  Podemos entender por “sistema jurídico” el conjunto de reglas e insti-
tuciones de derecho positivo por las que se rige una determinada colectividad. 
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tuciones jurídicas como el precedente que es una institución propia 
del Common Law, es inadecuado en un sistema jurídico de Civil Law.

Según esta posición —basada en la idea originaria que guiaba 
el derecho comparado de centrarse en los contrastes y las diferen-
cias entre sistemas jurídicos— no es posible hablar de precedente y 
mucho menos pensar en su utilización en los sistemas jurídicos de 
base legislada debido a los diferentes orígenes históricos, fuentes 
del derecho y procesos de comprensión y aplicación del mismo.190 
La posición opuesta, según la cual es posible hablar de precedente 
en los sistemas jurídicos del Civil Law puede defenderse con por lo 
menos, dos argumentos.

El primero —argumento de derecho comparado— se distancia 
de la idea clásica, originaria en derecho comparado que se basa en 
la identificación de las diferencias entre sistemas, a fin de propor-
cionar una explicación acerca de sus rasgos distintivos, no obstante, 
de la misma forma en la que se identifican diferencias, pueden ha-
llarse también similitudes191 entre los sistemas jurídicos, y son esas 

Castán Tobeñas, José, Los sistemas jurídicos del mundo occidental, 2a. ed., Madrid, 
Editorial Reus. 1957, p. 5.

190		  Una de las posiciones más autorizadas que identificó las diferencias entre 
precedente y jurisprudencia fue Michelle Taruffo, quien por lo demás, reconoció 
la centralidad del precedente para ambos sistemas jurídicos. En cuanto a las dife-
rencias entre precedente y jurisprudencia señaló las siguientes, respectivamente: 
se refiere a una sentencia vs. a varias, experiencia para identificar el criterio de 
la sentencia vs. dificultad para identificarlo; proporciona un criterio implícito 
para aplicarlo en casos semejantes vs. la jurisprudencia o massimas italianas no 
consideran los hechos para ejecutar este juicio de semejanza; el juez posterior 
identifica su aplicación al caso concreto vs. el criterio está previamente determi-
nado; el criterio se extrae directamente de la sentencia vs. el criterio se obtiene de 
una tesis redactada en forma de regla; al extraerse los criterios de las sentencias 
tienen mayor coherencia vs. se generan tantas reglas por sentencia que tienden 
a ser incoherentes. Taruffo, Michelle, “Precedente y jurisprudencia”, Precedente. 
Revista Jurídica, vol. 7, 2007, pp. 87-89.

191		  Van Hoecke, Mark, “Western and Non-Western Legal Cultures”, Re-
chttheorie, Krawietz, W. (ed.), vol. 33, Duncker & Humblot, 2002; Pargendler, 
Mariana, “The Rise and Decline of  Legal Families”, The American Journal of  Com-
parative Law, vol. 60, núm. 4, 2012.
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similitudes las que permiten agruparlos en tradiciones.192 Aún más, 
las semejanzas entre sistemas jurídicos e instituciones, pueden ana-
lizarse de manera productiva, no desde una perspectiva legislativa 
sino desde un enfoque funcional que se centra en los problemas que 
se busca resolver en el interior de los sistemas jurídicos.193 

El segundo es un argumento conceptual.194 De acuerdo con 
uno de los más extendidos conceptos de precedente, tenemos que 
se definen como las decisiones previas que funcionan como mode-
los para decisiones posteriores.195 Si nos atenemos a los elemen-
tos del concepto, podemos dar cuenta de que en el sistema jurí-
dico mexicano (y otros más del Civil Law) tenemos tribunales que 
emiten decisiones que son tomadas en cuenta por otros tribunales 
en ocasiones posteriores. Esto significa que ciertos conceptos dan 
cuenta de instituciones196 —como en el caso del precedente— que 
encuentran un referente en las prácticas de los sistemas jurídicos 
contemporáneos, más allá de aquél en el que tuvieron origen. 

Así, con el respaldo del argumento de derecho comparado jun-
to con el argumento conceptual,197 podemos afirmar con seguridad 

192		  Según Merryman, una tradición jurídica puede definirse como el con-
junto de actitudes profundamente arraigadas, históricamente condicionadas, 
acerca de la naturaleza del derecho, acerca del papel del derecho en la sociedad 
y el cuerpo político, de la organización y la adecuada operación de un sistema 
jurídico y sobre la forma en la que se hace o debe hacerse, aplicarse, estudiarse, 
perfeccionarse y enseñarse el derecho. Merryman, John Henry y Pérez Perdomo, 
Rogelio, La tradición jurídica romano-canónica, trad. de Suárez, Eduardo L., México, 
Fondo de Cultura Económica, 1989, p. 17.

193		  Reimann, Mathias, “The Progress and Failure of  Comparative Law in the 
Second Half  of  the Twentieth Century”, The American Journal of  Comparative Law, 
vol. 50, núm. 4, pp. 676-683.

194		  Con diferentes caracterizaciones e intensidades esta idea ha sido también 
defendida por Gascón, Marina y Núñez, Álvaro.

195		  MacCormick, Neil y Summers, Robert (eds.), “Introduction”, Interpreting 
Precedents, Nueva York, Routlegde, 2016, p. 2.

196		  Gómora-Juárez, Un análisis conceptual del precedente judicial, cit., pp. 31-34.
197		  Para una defensa alternativa de esta postura véase Gómora-Juárez, San-

dra, “La posibilidad conceptual y el argumento histórico en torno al estudio del 
precedente”, Precedente. Revista Jurídica, vol. 11, 2017, pp. 137-185; Núñez Vaque-
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que podemos hablar, discutir y analizar la institución del prece-
dente en los sistemas jurídicos del Civil Law. Esto nos conduce a la 
segunda interrogante que planteó la reforma, que es cómo debía 
entenderse la inserción del precedente en el ordenamiento jurídico 
mexicano.

Si bien podemos discrepar, considero que la mejor forma de en-
tender el precedente es como una decisión jurisdiccional que con-
tiene una (o más) regla autoritativa capaz de hacer una diferencia 
en el razonamiento práctico de las personas decisoras. Esta manera 
de entender el precedente es compatible con la transformación de 
criterios, con la fortaleza argumentativa de las decisiones y con el 
diálogo necesario entre tribunales. Asignar valor autoritativo a los 
precedentes no implica su aplicación irreflexiva sino el empleo de 
sus razones como premisas generalizables en posteriores ejercicios 
de razonamiento práctico para decidir. 

Esta concepción implica, en cambio, partir de la presunción de 
que una persona jueza reflexionó previamente sobre ese criterio y 
efectuó un balance de razones aplicables, con lo cual, a menos de 
que existan nuevas o mejores razones para reabrir el balance, el 
precedente ha de seguirse. El carácter autoritativo del precedente 
implica que se propone hacer una diferencia en el razonamiento 
práctico y proporcionarnos una razón para la acción.

En todo caso consideramos posible, con Gascón y Núñez-Va-
quero  identificar una relación de sinonimia entre “jurispruden-
cia”, “doctrina” y “precedentes” dado que hay similitudes en el 
tratamiento de las decisiones jurisdiccionales en los sistemas jurídi-
cos del Civil Law y del Common Law.198 Para entender las dimensio-
nes de la reforma de 2021 en materia de precedentes he propuesto  

ro, Álvaro, Precedentes: una aproximación analítica, cit., pp. 55-74; Martínez Veráste-
gui, Alejandra, El precedente judicial en la tradición continental…, cit., pp. XVII-LVI.

198		  Gascón, Marina, “Precedente y Civil Law: un camino por recorrer. Reflexio-
nes sobre el precedente a partir de los trabajos de Flavia Carbonell y Rodrigo 
Camarena”, Problema, núm. 16, enero-diciembre de 2022, pp. 69-84, disponible 
en: https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/filosofia-derecho/article/view/17031, cit., 
pp. 75 y ss.
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abordarla desde la perspectiva conceptual y teniendo en cuenta 
precisiones concretas relacionadas con nuestro propio ordena-
miento jurídico. 

Una propuesta199 de definición del precedente es entender-
lo como una decisión jurisdiccional que: 1) contiene una regla 
prescriptiva de origen jurisdiccional con calidad autoritativa o, al 
menos, vinculante; 2) tiene la pretensión de regular, mediante el 
ejemplo, la conducta futura de sus destinatarios; 3) Surge necesa-
riamente, como producto de la interpretación novedosa que hace 
un juez de posición jerárquicamente superior del derecho positivo 
vigente de un sistema jurídico, en contextos acotados por reglas 
jurídicas aplicables y hechos particulares; 4) Sirve como un eslabón 
que, a través de la coherencia, armoniza el pasado jurídico existen-
te con el futuro novedoso del derecho.200

Es posible reconocer en el diseño de nuestro sistema jurídico, 
los elementos de referencia en relación con nuestra jurisprudencia 
y ahora, con el precedente, veamos por qué. Cuando abordamos 
esta práctica judicial desde el foco conceptual tenemos más clari-
dad acerca de sus límites, sus elementos, su contenido, para luego 
observar nuestra práctica cotidiana e identificar qué estamos ha-
ciendo o dejando de hacer y evaluar cómo esa práctica responde 
o no a los fines para los que fue creada y cómo podría mejorarse.

De acuerdo con los elementos expuestos, sostengo que la ju-
risprudencia mexicana satisface las condiciones necesarias del 
concepto de precedente propuesto. Las sentencias de los órganos 
jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación contienen re-
glas que pretenden calidad autoritativa y son al menos vinculantes. 
Las reglas técnicas que los regulan201 buscan que los precedentes 

199		  Como se vio en el capítulo 1, hay diferentes definiciones competitivas que 
enfatizan alguno de los diferentes elementos del precedente.

200		  Gómora-Juárez, Un análisis conceptual del precedente judicial, cit., p. 35. El libro 
proporciona una explicación detallada de cada uno de estos elementos desde la 
óptica conceptual.

201		  Las reglas técnicas que regulan el precedente se refieren a qué órganos y 
con qué requisitos pueden sentar precedentes. A esta regulación, otros autores 
se han referido como “la regla de precedente”, atribuyéndole diferentes carac-
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orienten, mediante el ejemplo, las decisiones de los destinatarios 
a quienes se dirigen gracias al sistema de tesis jurisprudenciales y 
aisladas, respectivamente.

Que los precedentes sean vinculantes significa que su segui-
miento no es opcional y el no seguimiento acarrea consecuencias 
de revisión o revocación de la decisión que falló en aplicar el prece-
dente. Este tipo de precedentes suele distinguirse de los precedentes 
persuasivos, que se explican como aquéllos cuyo seguimiento está 
simplemente permitido, por lo que no hay ninguna consecuencia 
que sobrevenga al no seguimiento.202

Los precedentes han surgido en el ejercicio de la interpretación 
de tribunales autorizados para ello, que integran una estructura ju-
dicial y cuyas decisiones afectan el razonamiento práctico de otros 
tribunales inferiores. El ejercicio interpretativo ha buscado mante-
nerse en el espectro de decisión entre coherencia y progresividad, 
aunque no siempre se haya logrado con éxito. En ese sentido, desde 
la óptica conceptual, nuestra jurisprudencia es un precedente rei-
terado en cinco ocasiones consecutivas cuya forma de difusión ha 
adoptado la elaboración de “tesis”, es decir, la redacción de la ratio 
decidendi contenida en la sentencia, en un documento independien-
te, que muestra el criterio para la decisión adoptada. 

En los sistemas jurídicos modernos, la vinculatoriedad del pre-
cedente suele estar asociada a la forma en la que está organizada la 
estructura judicial, de modo que las decisiones de los tribunales de 
vértice vinculan al resto de los tribunales inferiores, por lo cual, los 
precedentes emitidos por tribunales de la estructura judicial auto-
rizados para ello vinculan al resto, de manera descendente. A esta 
forma de articulación del precedente se le conoce como preceden-

terísticas, véase Núñez Vaquero, Álvaro, “¿Son obligatorios los precedentes? La 
regla del precedente como norma(s) constitutiva(s)”, en Núñez Vaquero, Álvaro, 
Arriagada Cáceres, María Beatriz y Hunter, Iván, Teoría y práctica del precedente, 
Valencia, Tirant Lo Blanch, 2020; Pulido Ortiz, Fabio, “¿Es necesaria la regla 
del precedente?”, Problema, núm. 16, enero-diciembre de 2022, pp. 129-154, dis-
ponible en: https://doi.org/10.22201/iij.24487937e.2022.16.17033.

202		  Pulido Ortiz, Fabio, Jueces y reglas…, cit., pp. 325-385. 
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te vertical, en tanto que el seguimiento opcional de precedentes 
emitidos por órganos homólogos, extranjeros o el propio tribunal 
creador de precedente203 se conoce como precedente horizontal. 
Ambas clasificaciones son identificables en la práctica judicial 
mexicana. 

Con la explicación previa que proporciona una cierta estructu-
ra teórica, es posible identificar que algunas de las características 
de nuestro precedente local o jurisprudencia, son contingentes, no 
necesarias.204 Esto significa que además de satisfacer las condicio-
nes necesarias del concepto de precedente expuesto, nuestra juris-
prudencia presenta también condiciones adicionales contingentes 
que le caracterizan, a saber, la reiteración y la elaboración de tesis.  

Desde esta óptica, la reforma judicial que modificó el sistema 
de jurisprudencia es una expresión de esta tesis conceptual, con la 
incorporación de la “jurisprudencia por precedentes” de la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación que le habilita para crear prece-
dentes vinculantes sin necesidad de reiteración. Al mismo tiempo, se 
mantiene la creación de precedentes reiterados para otros órganos 
jurisdiccionales (“jurisprudencia por reiteración”). Esto es, ambas 
formas de creación de precedentes son posibles y están operando 
en el sistema jurídico mexicano.

De hecho, Camarena sostiene que el sistema mexicano es mix-
to; pues se compone de un sistema de jurisprudencia y otro de pre-
cedentes que coexisten simultáneamente, en el primer caso, se refie-
re a los criterios reiterados contenidos en las resoluciones de juicio 
de amparo que adquieren carácter de jurisprudencia, mientras que 
en el segundo, se refiere a los criterios contenidos en las sentencias 
de controversias constitucionales y acciones de inconstitucionali-

203		  Gascón, Marina, “Racionalidad y autoprecedente. Breves consideracio-
nes sobre el fundamento e implicaciones de la regla del autoprecedente”, Teorder, 
núm. 10, 2011, pp. 132-144. 

204		  Mientras que las condiciones necesarias hacen del precedente lo que es, 
las condiciones contingentes son rasgos que pueden o no presentarse en diferen-
tes ejemplares de una clase, o bien, que se presentan solo en algunos ejemplares 
del concepto, como es el caso de la jurisprudencia mexicana.
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dad.205 Cabe pensar que, a partir de la reforma, con mayor razón 
podemos referirnos a la jurisprudencia por precedente, como parte 
del sistema de precedentes aunque la denominación elegida para 
designarla no sea la más clara.

En buena medida, esa confusión que persiste en la comunidad 
jurídica ha sido creada por las diversas denominaciones con las que 
se ha hecho referencia a la jurisprudencia, en la legislación y en 
los diferentes acuerdos que se han emitido al respecto. Desde hace 
tiempo, tenemos en circulación denominaciones como: jurispru-
dencia, doctrina, criterio, tesis, tesis aislada, tesis jurisprudencial, 
precedente y no siempre se han usado de manera uniforme en las 
propias disposiciones normativas, con lo cual, los cambios introdu-
cidos con la reforma han acrecentado el enredo que puede repre-
sentar tener tantas denominaciones en circulación.

Siguiendo la línea trazada hasta aquí, me parece importan-
te reconocer —habida cuenta de las muchas y variadas acepcio-
nes— que, en nuestro contexto, el vocablo jurisprudencia se ha 
empleado durante mucho tiempo para referirse a los criterios 
interpretativos (y algo más) que se extraen de las sentencias y se 
colocan en un documento independiente. En ese sentido, cuando 
en alguna resolución se hacía referencia a doctrina, criterio o 
tesis en cualquiera de sus modalidades, podemos asumir que se 
hablaba de jurisprudencia; mientras que el vocablo precedente 
se reservaba  a las sentencias reiteradas, que debían acumularse 
para lograr sentar jurisprudencia por reiteración. No obstante, 
nuestras muy arraigadas prácticas, la reforma de 2021 aconseja 
tener un poco más de cuidado y usar con mayor precisión las 
categorías conceptuales que moldean nuestras instituciones en 
aras de la claridad, la facilidad y una mejor comunicación, esto 
sin tomar en cuenta que cuanto  mejor sea nuestra comprensión  

205		  Camarena González, Rodrigo, “La creación del precedente en la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación”, en Bernal Pulido, Carlos, Camarena Gonzá-
lez, Rodrigo y Martínez Verástegui, Alejandra (coords.), El precedente en la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, México, Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
2018.
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de las formas de denominar a nuestras instituciones, mayor será 
también el éxito con el que se usen.

Así las cosas, en el contexto mexicano conviene diferenciar la 
sentencia del precedente, dado que no todas las sentencias que se 
dictan constituyen precedente; por otra parte, la distinción entre la 
jurisprudencia y el precedente está vinculada con la reiteración del 
criterio interpretativo en el primer caso, que no lo es en el segundo 
caso. En los términos de la reforma, la jurisprudencia por reitera-
ción se dirige a uno de los sistemas por los que puede crearse con la 
repetición de criterios, mientras que, en la jurisprudencia por pre-
cedente basta con la generación del criterio en una sola resolución, 
que reúna la votación necesaria para integrarla.

En ese sentido, las tesis no son un rasgo diferenciador entre 
sistemas de creación de jurisprudencia. Las tesis son un documento 
independiente de la sentencia precedente que contiene un criterio 
interpretativo (o varios) que en nuestro ordenamiento jurídico pue-
den ser tesis aisladas —cuando se trata del criterio extraído de una 
sola sentencia— o tesis de jurisprudencia, que se constituye cuando 
el criterio extraído se ha reiterado en cinco sentencias consecutivas. 
Sin embargo, el uso de tesis o institucionalización de rationes deci-
dendi206 no es exclusivo de nuestro sistema de jurisprudencia, sino 
también del sistema de precedentes producidos vía amparo, no así 
con los precedentes producidos en controversias y acciones.

Estas distinciones son útiles en un sentido adicional. A par-
tir de la reforma, se busca que operadores judiciales y usuarios 
de precedente nos aproximemos a las diferentes categorías y ele-
mentos que lo integran, con mayor precisión, con el objetivo de 
aprovechar al máximo sus beneficios y depurar nuestra técnica 

206		  Dentro de las técnicas para la identificación de la ratio decidendi de un pre-
cedente, tan inacabada y controvertida como se vio en el capítulo primero, está 
aquélla de elaborar tesis, máximas o súmulas, también denominada por Álvaro 
Núñez como “tesificación” o “maximización de rationes decidendi”. Núñez Va-
quero, Álvaro, “Sobre la maximización de la jurisprudencia y los precedentes”, 
Discusiones, vol. 2, núm. 29, 2022, pp. 31-75. Una discusión extendida sobre este 
problema se encuentra en los diversos artículos que integran el propio número 
de la revista.
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para identificar y justificar de manera más adecuada demandas 
y sentencias.

Ahora bien, además de la incorporación del precedente y de 
la forma de entender sus elementos en el entramado del ordena-
miento jurídico mexicano, la reforma de 2021 incluyó a nivel legal 
un formato delimitado acerca de los elementos que debe contener 
la tesis. El artículo 218 de la Ley de Amparo dispuso que el nuevo 
formato de tesis debía contener: rubro, hechos, criterio jurídico, 
justificación y datos de identificación del asunto.

Las modificaciones al formato de tesis207 abrieron el debate 
acerca de la pertinencia de pedir a los redactores de tesis diferen-
ciar sus elementos, en contraste con la práctica tradicional en la 
que cada órgano tenía cierta libertad de redacción. La pérdida de 
dicha libertad no fue bien recibida en varios sectores de la judica-
tura y el gremio que cuestionaban su idoneidad,208 sin embargo, es 
razonable admitir que las tesis tal como se venían redactando, po-
dían contener bastantes más cosas que solo la ratio decidendi, o lo que 
es peor, podían contener otras cosas como la narración de hechos 
particulares, disposiciones normativas, obiter dicta, la decisión, pero 
no una ratio decidendi.209

El cambio en el formato de tesis encuentra un argumento adi-
cional para su defensa y es que la práctica de elaborar tesis, se ins-

207		  Sobre el origen de las tesis mexicanas, véase Sánchez Gil, Rubén, “Prece-
dente judicial, ejecutoria y tesis: notas a efectos prácticos”, en Carbonell, Miguel 
(coord.), El precedente judicial, Centro Carbonell, México, 2022, pp. 87-128.

208		 La persona lectora podrá tener en cuenta que la discusión y evaluación 
en torno al papel e importancia de la jurisprudencia en México era más bien 
escasa antes de la reforma. Muy pocos textos se habían destinado a examinar de 
una manera crítica su articulación y operación, entre ellos, Gómora Colín, José 
Noé, Jurisprudencia en México, México, Porrúa, 2006; Palomo Carrasco, Óscar, 
La observancia obligatoria de la jurisprudencia emanada de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación y de los Tribunales Colegiados de Circuito en los actos administrativos, México, 
UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas.

209		  Para una revisión y discusión detallada sobre los vicios y deformaciones 
que ha experimentado el sistema de tesis mexicano, véase Gómora-Juárez, San-
dra, “Sobre la maximización de la jurisprudencia y los precedentes: casos de la 
vida real”, Discusiones, vol. 2, núm. 29, 2022, pp. 95-117.
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titucionalizó por primera vez en nuestra práctica jurídica, según 
sabemos, en 1957.210 Conviene recordar que desde el plano con-
ceptual, la elaboración de tesis es un rasgo contingente del prece-
dente, tan es así que, antes de la institucionalización de las “tesis”, se 
publicaban las sentencias y, por lo tanto, se consultaban los criterios 
contenidos en las sentencias de manera directa, esto quiere decir 
que nuestra práctica del precedente pudo haber sido y de hecho fue 
distinta durante algún tiempo.211 

Esta constatación conceptual no se contrapone al reconoci-
miento de la utilidad que tienen las tesis para el conocimiento y 
difusión de los precedentes,212 así como los diversos fines pedagó-
gicos que se pueden atribuir a su elaboración, no obstante, es útil 
para esta reflexión identificar que nuestra práctica de precedentes, 
alguna vez fue de otro modo.

Así las cosas, el debate mexicano al respecto plantea al menos 
dos vertientes:213 1) la discusión acerca del diseño de las tesis con 

210		  Algunos acontecimientos relevantes contextualizan dicha institucionaliza-
ción, relacionados principalmente, con el desfase de la publicación de sentencias, la 
organización de la publicación de los criterios jurisprudenciales y su difusión, dado 
que el sistema de tesis se consolidó con posterioridad a 1951, de la mano de la com-
plejidad en la operación de la jurisprudencia, el incremento de órganos de justicia 
federal y sus atribuciones. Saavedra, Camilo, “El poder de la jurisprudencia. Un 
análisis sobre el desarrollo y funcionamiento del precedente judicial en México”, 
en Bernal Pulido, Carlos y Martínez Verástegui, Alejandra, op. cit., p. 312.

211		  Ibidem, pp. 296 y 302. 
212		  La comunicación de los precedentes constitucionales a los órganos infe-

riores del Poder Judicial de la Federación, así como a los tribunales locales es una 
tarea necesaria para el conocimiento, socialización y aplicación de éstos . Para 
un estudio acerca de los mecanismos formales e informales de comunicación de 
los precedentes de la Suprema Corte y cómo influyen en su posterior aplicación, 
véase Morales Ramírez, Gladys F., “La comunicación de los precedentes consti-
tucionales y su difusión en las jerarquías judiciales: un análisis del caso mexica-
no”, Revista Derecho del Estado, núm. 59, 2024, pp. 125-158.

213		  Varios de los problemas aquí discutidos fueron analizados en una serie de 
Mesas de análisis organizadas por el Centro de Estudios Constitucionales de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación durante 2023, las cuales están disponi-
bles en: https://www.youtube.com/watch?v=d6TFzcpbjhE en https://www.youtube.com/
watch?v=jXN1Xc0Lgas, así como en https://www.youtube.com/watch?v=3kADNKWibmc.



91EL TRÁNSITO DE LA JURISPRUDENCIA AL PRECEDENTE

los elementos referidos, y 2) la discusión acerca de la conveniencia, 
idoneidad y/o necesidad de seguir usando tesis —entendidas como 
el documento, diverso a la resolución judicial, que contiene las ra-
tiones decidendi que se extraen de ésta en primer lugar. 

La primera vertiente de la discusión acerca del diseño de las 
tesis con los elementos referidos exige recordar los diferentes vicios 
y deformaciones que con el tiempo se han ido arraigado en la prác-
tica mexicana, esto es, invita a desmitificar la figura de la tesis juris-
prudencial como el documento perfecto, infalible e incuestionable 
en  que llegó a convertirse, por lo menos discursivamente.

En ese orden de ideas, conviene traer a la memoria que, según 
el Acuerdo General número 20/2013 del Pleno de la Corte,214 en-
tendíamos la tesis como la “expresión por escrito, en forma abstrac-
ta, de un criterio jurídico establecido al resolver un caso concreto. 
En consecuencia, la tesis no es un extracto, una síntesis o un resu-
men de la sentencia”, con la que se trataba de transmitir un criterio 
con claridad tal que no hubiera necesidad de recurrir a la resolu-
ción correspondiente. Aquella definición que parecía clara  generó 
productos muy diversos a lo largo del tiempo.

El AG 17/2019 del Pleno de la Corte215 fue el primer docu-
mento normativo que planteó en su artículo 39, una modificación 
en la forma de entender las tesis, haciendo referencia no solo al 
criterio jurídico para un caso concreto sino también a su redacción 
en forma de regla, compuesta por un supuesto de hecho, descrip-
tivo de las circunstancias fácticas constituyentes del campo de apli-
cación de la regla, y de la consecuencia jurídica  al  establecer la 
solución normativa.

214		  Acuerdo general número 20/2013, de veinticinco de noviembre de dos mil trece, del Pleno 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, relativo a las reglas para la elaboración, envío y pu-
blicación en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, de las tesis que emiten la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, los Plenos de Circuito y los Tribunales Colegiados de Circuito.

215		  Acuerdo general número 17/2019, de veintiocho de noviembre de dos mil diecinueve, 
del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, relativo a las reglas para la elabora-
ción, envío y publicación en el Semanario Judicial de la Federación y en su Gaceta, de las tesis 
que emiten la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Plenos de Circuito y los Tribunales 
Colegiados de Circuito.



92 SANDRA GÓMORA-JUÁREZ

El cambio de diseño de la tesis me parece un acierto en la ruta 
hacia el mejoramiento de nuestras prácticas, con el objetivo de 
brindar elementos más claros y mejor reflexionados para la justi-
ficación de las decisiones, dentro y fuera de la judicatura. En ese 
sentido, la estructura enriquecida de las tesis216 conduce a un modo 
más completo de aproximarnos a los criterios interpretativos con-
tenidos en los precedentes, gracias a que incluye el supuesto jurídi-
co que da lugar al ejercicio interpretativo, la consecuencia jurídica 
que se sigue, así como su justificación. Esta estructura enriquecida 
de tesis promueve un acercamiento más franco y un conocimiento 
más completo y directo de los precedentes.

La segunda vertiente de la discusión se refiere a la convenien-
cia, idoneidad y/o necesidad de seguir usando las tesis. Esta dis-
cusión se puede reconstruir desde dos posiciones principales: la 
que llamaré radical, que cuestiona la pertinencia de usar la maxi-
mización de rationes decidendi como se ha venido haciendo en los 
últimos setenta años pero, en cambio, sugiere la posibilidad de 
pasar a un sistema de consulta directa de los precedentes que se 
ha habilitado con la introducción del precedente a nuestro orde-
namiento jurídico. 

La posición moderada se pronuncia por mantener las tesis de 
nuevo formato, debido a dos razones: la primera, porque hoy por 
hoy, las tesis son un instrumento con el que la comunidad jurídica 
está muy familiarizada217 y su eliminación abrupta del sistema po-

216		  Se retoma en el considerando octavo del AG 1/2021. Acuerdo general número 
1/2021, de ocho de abril de dos mil veintiuno, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, por el que se determina el inicio de la undécima época del Semanario Judicial de la 
Federación, y se establecen sus bases.

217		  Sobre esta cuestión, María Amparo Hernández advierte que, al ser in-
formación de fácil consumo, las tesis desincentivaron la lectura, comprensión 
y análisis de sentencias, por lo que, en lugar de formar competencias analíticas y 
argumentativas, se solían citar trozos de información, no pocas veces inconexos. 
Hernández Chong Cuy, María Amparo, “Jurisprudencia y sistema de preceden-
tes: escenarios a partir de la reforma judicial”, en López Noriega, Saúl y Martín 
Reyes, Javier (coords.), La tormenta judicial. Implicaciones de la reforma de 2024 en 
México, México, Nexos, 2025, p. 119.
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dría tener peores consecuencias que los potenciales beneficios en los 
que pudiera pensarse; la segunda razón atiende a la constatación 
fáctica de que la abogacía en México no ha estado y no está siendo 
formada en las herramientas de análisis de casos y de razonamien-
to jurídico a partir de precedentes. Las escuelas de derecho del país, 
hasta el día de hoy, no incluyen materias en su currículo destinadas 
a la jurisprudencia, el precedente o las herramientas analíticas que 
permitan, al estudiantado y al gremio, identificar los elementos del 
precedente, necesarios para una argumentación dentro y fuera de 
la judicatura. 

Al respecto, no hay elementos que permitan suponer que po-
dríamos operar en un sistema de precedentes —que exigiera acu-
dir directamente a la sentencia sin intermediación de la tesis— de 
manera medianamente satisfactoria sin una formación mínima, la 
cual, a su vez, requiere de cierto tiempo. Por lo demás, la posición 
moderada admite la posibilidad futura de transitar de forma gradual 
a un sistema de consulta directa de precedentes.

II. Precedente judicial y derechos humanos:  
conexiones y reflexiones

Corresponde ahora abordar la interrogante respecto de las conse-
cuencias que la reforma constitucional en materia de precedentes 
tendría en la operación cotidiana del sistema de jurisprudencia y 
tesis que ha sido una constante desde mediados del siglo XX en el 
sistema jurídico mexicano.

Para efectos de este abordaje, dividiré la explicación en dos 
bloques: en el primero argumentaré que la mejor forma de en-
tender el tránsito de la jurisprudencia al precedente en el con-
texto del derecho en México requiere ampliar la perspectiva de 
los elementos de análisis a considerar para comprender las con-
secuencias de esta última reforma, así como su prospectiva. En 
el segundo bloque sostendré que la incorporación del precedente 
es producto del momento constitucional que vivimos y, por lo 
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tanto, necesaria y congruente con el desarrollo del propio sistema 
jurídico.

1. Ampliando la perspectiva

Para responder al cuestionamiento  de las posibles consecuen-
cias  de la reforma en materia de precedentes en el sistema jurídico 
mexicano, es necesario dar un paso atrás y lograr una perspectiva 
más amplia y abarcadora de diferentes fenómenos jurídicos, para 
dar cuenta de este cambio, que ha tenido lugar en el contexto de 
muchos otros.

En otras palabras, es necesario observar la reforma judicial de 
2021 y la incorporación del sistema de precedentes desde una pers-
pectiva más amplia que considere la trayectoria constitucional en 
México. 

Al hablar de trayectoria constitucional quiero referirme a la 
serie de reformas que ha experimentado la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos en las últimas tres décadas y que, 
desde mi perspectiva, han transformado, de manera indirecta y 
gradual, varias de las prácticas jurídicas en el interior del propio 
sistema. Además, dichas reformas constitucionales se han acom-
pañado de otros cambios normativos que han redireccionado las 
prácticas jurídicas.

En esta perspectiva ampliada que integra la trayectoria consti-
tucional, hemos de incluir diversos documentos normativos con las 
consecuencias que han traído consigo. Esta breve reconstrucción de 
la trayectoria constitucional es necesariamente incompleta, puesto 
que solo recupera aquellos acontecimientos jurídico-normativos que 
han tenido alguna repercusión en cuanto a la jurisprudencia y el 
precedente en México. Ciertamente, se podría dar cuenta de mu-
chos otros eventos relevantes en su conjunto, pero el objetivo que se 
persigue aquí es más modesto y acotado a este tema.

Es preciso fijar el inicio de este recorrido en la reforma consti-
tucional de 1994, ya que parece haber consenso en la comunidad 



95EL TRÁNSITO DE LA JURISPRUDENCIA AL PRECEDENTE

académica en que este punto fue el de mayor y mejor consolida-
ción del Poder Judicial de la Federación como poder autónomo 
institucionalmente hablando, no solo en términos de gestión y 
prestigio social, sino también en términos de recursos económi-
cos. Hasta 1987, explica Fix-Fierro, el Poder Judicial en México 
era considerado un poder de tercera, más que tercer poder en la 
medida en que no tenía poder de acción en términos paritarios 
frente al Ejecutivo y Legislativo.218 A partir de ese momento, el 
rediseño constitucional operó para conferirle mayores facultades 
y presupuesto, al tiempo que se les confirieron también a los Po-
deres Judiciales de las entidades federativas. La combinación de 
acontecimientos referidos permitió que el Poder Judicial saliera 
del abandono y comenzara un proceso de modernización en el 
que los tribunales estaban “destinados a convertirse en actores 
centrales de la vida pública”.219

Es tal la importancia de la reforma de 1994 que se ha entendi-
do como el punto inicial de un ciclo de construcción del tribunal 
constitucional.220Dado el contexto referido,221 es razonable afirmar 
que los cambios experimentados  fueron el detonante más contun-
dente de fortalecimiento del Poder Judicial de la Federación con 
modificaciones en la competencia de la Corte para que transitara 
de la legalidad a la constitucionalidad, la creación del Consejo de 

218		  Debe tenerse en consideración que los cambios referidos ocurrieron en 
un contexto en el que México venía de vivir décadas de gobierno autoritario de 
partido hegemónico. Fix-Fierro, Héctor, El poder del Poder Judicial y la modernización 
jurídica en el México contemporáneo, México, UNAM, Instituto de Investigaciones 
Jurídicas, 2020, p. 317.

219		  Ibidem, p. 318.
220		  Astudillo, César, El funcionamiento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

como tribunal constitucional. El dilema de decidir sobre qué y cómo decidir, México, Tirant 
Lo Blanch, 2019, p. 23.

221		  El Poder Judicial comenzó a operar como verdadero tribunal constitucio-
nal, alejándola de una comprensión meramente política de la Constitución para 
permitirle asumir el sentido normativo de la misma. Astudillo, César, “El futuro 
de la Constitución”, en Valadés, Diego y Carbonell, Miguel (coords.), El proceso 
constituyente mexicano. A 150 años de la Constitución de 1857 y a 90 de la Constitución de 
1917, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2007 pp. 14 y ss.
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la Judicatura Federal,222 la acción de inconstitucionalidad y la for-
malización de la carrera judicial.223 

Ahora bien, tales cambios rendirían frutos gradualmente, de 
modo que en consonancia con el desarrollo y práctica de las atri-
buciones señaladas, el Poder Judicial de la Federación transitó a 
una etapa de consolidación y profesionalización decisiva. Incluso 
antes de 2011, la Suprema Corte de Justicia de la Nación comen-
zó a efectuar lecturas progresistas y protectoras de derechos.224 
Cuando llegó la reforma de 2011 a México, el mundo había ex-
perimentado transformaciones normativas profundas y gradua-
les, que eventualmente incidieron también a nivel interno. Ha de 
considerarse que el decálogo de los derechos y las garantías pre-
vistas en las Constituciones nacionales fueron insuficientes para la 
protección efectiva de los derechos, como se constató al término 
de la Segunda Guerra Mundial. A partir de ese momento, co-
menzó un proceso de internacionalización del derecho constitucional de 
los derechos humanos en el que se prioriza la protección de los dere-
chos de las personas, con lo cual, surgen los sistemas universal y 
regionales de protección de derecho humanos.225

Con el tiempo se produjo el proceso inverso de constitucionali-
zación del derecho internacional de los derechos humanos con la aplicación 
progresiva del derecho internacional de los derechos humanos en 
el ámbito interno de los Estados, a través de cláusulas constitucio-
nales o de la jurisprudencia constitucional, que fue definiendo cuál 

222		  Para un estudio acerca de los diseños de los órganos de administración de 
los poderes judiciales a nivel mundial, véase Fix-Fierro, Héctor, Cuadernos para 
la reforma de la justicia 3. El Consejo de la Judicatura, México, UNAM, Instituto de 
Investigaciones Jurídicas, 1996.

223		  Fix-Fierro, Héctor, El poder del Poder Judicial y la modernización jurídica…, cit., 
p. 324.

224		  Véase por ejemplo el Amparo Directo Civil 6 de 2008, relativo a la recti-
ficación de acta de nacimiento por cambio de sexo. Gómora-Juárez, Sandra, Un 
análisis conceptual del precedente judicial, cit., pp. 208 y 209.

225		  Ferrer Mac-Gregor, Eduardo, Panorámica del derecho procesal constitucional y 
convencional, México, Marcial Pons-UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
2017, p. 664.
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sería la jerarquía constitucional a los tratados internacionales en 
materia de derechos humanos en el ámbito interno.226

Ese contexto prevalecía cuando México recibió la sentencia con-
denatoria del caso Radilla Pacheco227 que impuso al Estado mexica-
no diversas reparaciones por su responsabilidad en la violación de 
derechos humanos, entre otras, adoptar en un plazo razonable, las 
reformas legislativas pertinentes para hacer compatibles diversas le-
yes internas con los estándares internacionales en la materia y con la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, así como asignar 
presupuesto para  programas o cursos permanentes para las autori-
dades, relativos al análisis de la jurisprudencia del Sistema Interame-
ricano de Protección de los Derechos Humanos.

Al conocerse la sentencia en la Corte, el entonces ministro 
presidente Guillermo Ortiz Mayagoitia formuló una consulta al 
tribunal pleno con el fin de dilucidar cuáles son las obligaciones 
concretas, establecidas en la sentencia, que correspondían al Poder 
Judicial de la Federación y la forma de instrumentarlas. La recep-
ción del Caso Radilla Pacheco en la Corte se dio mediante el Expe-
diente Varios 912/2010.228

Sin embargo, ocurrió que mientras estaba el asunto en la Cor-
te, los días 6 y 10 de junio del 2011 se publicaron en el Diario Oficial 

226		  Ibidem, pp. 665-671.
227		 Se trata de la detención arbitraria y posterior desaparición forzada, a 

manos del ejército mexicano, del señor Rosendo Radilla Pacheco. El caso fue 
llevado a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en noviembre de 
2001 y posteriormente en marzo de 2008 a la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos, que resolvió en una emblemática sentencia del 23 de noviembre 
de 2009 que el Estado mexicano es responsable por múltiples violaciones a los 
derechos humanos previstos en la Convención Americana sobre Derechos Hu-
manos. Sentencia disponible en: https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/ 
seriec_209_esp.pdf.

228		  Esta evolución orgánica demuestra cómo la práctica judicial mexicana 
había comenzado a reconocer, aun antes de su mandato constitucional, la ne-
cesidad de armonizar el derecho interno con los estándares internacionales, a 
través de la interpretación y aplicación de los tratados internacionales, aunque 
la reforma de 2011 fue la cristalización formal de una práctica que ya había 
demostrado su valor en la protección de los derechos fundamentales.
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de la Federación diversas reformas a numerales de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos229 que resultaban signi-
ficativas para la resolución del asunto. Tales reformas recordemos, 
relativas al reconocimiento de los derechos humanos de todas las 
personas, previstos en la Constitución y en los tratados internacio-
nales, así como su protección frente a actos violatorios  u omisiones 
por parte de las autoridades. 

La combinación del Caso Radilla Pacheco y la reforma de 2011, 
condujo a la posición adoptada por la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación al respecto. En el expediente Varios 912/2010 el 14 de 
julio de 2011el Pleno resolvió230 que el control de convencionalidad 
debía ser ejercido por todos los órganos con funciones material-
mente jurisdiccionales, esto es, cualquier tribunal de toda índole, 
ya que se tiene la obligación constitucional de interpretar los tra-
tados de manera más beneficiosa para la persona. Se destacó que 
el control de convencionalidad es acorde con el espíritu y la letra 
del artículo 1o. constitucional y en consecuencia dicho control se 
debe realizar por todos los jueces del Estado Mexicano de acuerdo 
con la propia Constitución —no declarando de manera general la 
inconstitucionalidad de leyes— sino inaplicando al caso concreto 
aquella norma que es contraria a nuestra Constitución Política o a 
los tratados internacionales de derechos humanos.

En el marco de la discusión, el entonces ministro Cossío indicó 
que se debía encontrar un modo de incorporar de manera concreta 
las obligaciones derivadas de la sentencia interamericana al contex-
to constitucional, sus alcances y efectos ante la falta de una ley de 
recepción emitida por el Congreso de la Unión. La solución a la 
que se arribó implicaba lo siguiente:

229		  Como resultado de este profundo cambio constitucional, se presentó el 
inicio de la Décima Época del Semanario Judicial de la Federación, AG 9/2011. 

230		  La discusión del asunto es rica y profunda, al mostrar las diversas po-
siciones que las personas ministras adoptaron en su momento, respecto de las 
muchas dificultades enfrentadas y las posibles lecturas interpretativas al respec-
to. Expediente 912/2010 disponible en: https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/
estrado_electronico_notificaciones/documento/2018-08/SENTENCIA-EXP-VARIOS-
912-2010-PLENO.pdf.
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•	 El Poder Judicial de la Federación debía ejercer un control 
de convencionalidad;

•	 Todos los tribunales del Estado Mexicano deberían ejercer el 
control de convencionalidad;

•	 Deber de aplicar la interpretación más favorable bajo el 
principio pro homine. Todos los órganos del Estado Mexicano 
en términos del artículo 1o.  tienen que encontrar la interpre-
tación más favorable.

En suma, se estableció un nuevo tipo de control de la regulari-
dad de los actos de autoridad (control difuso) y se precisó el nuevo 
parámetro para ejercer dicho control, que ahora incluye también 
las normas de derechos humanos previstas en tratados internacio-
nales. En este caso se explica cómo los jueces deben actualizar el 
principio de supremacía constitucional. Para lograr este efecto, re-
sultó necesario que el Pleno, de acuerdo con lo establecido en la 
Ley Orgánica modificara las jurisprudencias P/J 73/1999 y  P/J 
74/1999 —en las que se interpretó el artículo 133 de la Consti-
tución Federal— que sostenían el criterio de que el control difuso 
de la constitucionalidad de normas generales no estaba autorizado 
para todos los jueces del Estado Mexicano.

La gran relevancia de este asunto radica en la transformación 
de la discusión acerca del control constitucional, ya que anterior-
mente ante esta discusión y decisión constitucional que sentó un 
precedente fundamental, únicamente se tenía una posibilidad: la 
del control concentrado de carácter constitucional. De modo que 
el control de regularidad constitucional o superior solo podía con-
ducirse a través  de procesos de control constitucional concentrados 
—amparo, controversias constitucionales y acciones de constitucio-
nalidad— cuyo parámetro único era la Constitución.231 

231		  Cossío D., José Ramón, “Primeras implicaciones del caso Radilla”, Cues-
tiones Constitucionales, núm. 26, 2012, pp. 35 y ss.
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El caso Radilla colocó en la discusión la posibilidad de contar 
con otro tipo de control constitucional (difuso)232 y otro paráme-
tro233 para efectuar ese control (convencionalidad),234 con lo cual 
amplió considerablemente las posibilidades del control de regula-
ridad. Desde entonces, la evolución jurisprudencial del control de 
constitucionalidad-convencionalidad difuso continuó su curso.235

232		  El efecto de este ejercicio es que la persona juzgadora ordinaria, es decir, 
que no tiene como competencia directa el control (concentrado) de constitucio-
nalidad, puede encontrar —por iniciativa propia o a instancia de parte— que 
una de las normas mediante las cuales debe resolver el litigio es (evidentemente a 
su juicio) contraria a la Constitución. Por lo mismo, lo que procede es inaplicarla 
al caso concreto, es decir, hacer como si la misma no formara parte del ordena-
miento y, con base en ello, resolver lo que corresponda. Como lo evidencia la 
resolución, la Suprema Corte dispuso que entre los preceptos constitucionales y 
los convencionales no existen relaciones jerárquicas a efecto de llevar a cabo las 
tres operaciones señaladas, sino que unos y otros deben entenderse y aplicarse de 
manera coordinada como un bloque. Ibidem, pp. 58 y ss. 

233		  Para una revisión de la línea jurisprudencial que ha establecido la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación sobre el control de convencionalidad, véase 
Martínez Verástegui, Alejandra, Barreto Nova, Óscar Guillermo y Hernández, 
Porfirio Andrés, Cuadernos de jurisprudencia núm. 10. Control de convencionalidad, Mé-
xico, Suprema Corte de Justicia de la Nación, Centro de Estudios Constitucio-
nales, 2021.

234		 Se emitieron diversas tesis que delinearon las bases del ejercicio del ci-
tado control difuso de convencionalidad, tales como: “P. LXVII/2011(9a.) CON-
TROL DE CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO EN UN MODELO DE CONTROL DIFUSO DE 
CONSTITUCIONALIDAD”, “P. LXIX/2011(9a.) PASOS A SEGUIR EN EL CONTROL 
DE CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO EN MATERIA DE DE-
RECHOS HUMANOS”; y “P. LXVIII/2011 (9a.) PARÁMETRO PARA EL CONTROL DE 
CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS”.

235		  Si bien, no ahondaré más en este tema, es de central importancia ob-
servar que esa evolución (con sus claroscuros) ha sido producida mediante la 
interpretación constitucional de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Para 
un recuento, véase Samaniego Santamaría, Luis Gerardo, “Control difuso de 
constitucionalidad-convencionalidad. Evolución jurisprudencial a cien años de la 
Constitución mexicana de 1917”, en Flores Pantoja, Rogelio, La Constitución y sus 
garantías. A 100 años de la Constitución de Querétaro de 1917. Memoria del XI Encuen-
tro Iberoamericano y VIII Congreso Mexicano de Derecho Procesal Constitucional, México, 
Centro de Estudios Constitucionales de Querétaro-UNAM, Instituto de Investi-
gaciones Jurídicas, 2017.
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Así, siguiendo a Astudillo, el parámetro de control de regulari-
dad que deberán ejercer todos los jueces del país se integró236 de la 
siguiente manera:

• 	 Todos los derechos humanos contenidos en la Constitución 
Federal (con fundamento en los artículos 1o. y 133), así como 
la jurisprudencia emitida por el Poder Judicial de la Federa-
ción;

• 	 Todos los derechos humanos contenidos en los Tratados In-
ternacionales  de los que el Estado Mexicano sea parte;

• 	 Todas las sentencias de la Corte Interamericana de Dere-
chos Humanos establecidas en las sentencias en las que el 
Estado Mexicano haya sido parte, y criterios orientadores de 
la jurisprudencia y precedentes de la citada Corte, cuando el 
Estado Mexicano no haya sido parte.

Ahora bien, desde mi perspectiva, la reforma judicial de 2021 
en materia de precedente constituye un eslabón fundamental en la 
trayectoria constitucional que se ha venido escribiendo en México 
y se comprende mejor desde la perspectiva ampliada que hemos 
trazado.237

La conciencia acerca de dónde venimos, en dónde estamos 
y hacia dónde vamos en materia de jurisprudencia y preceden-
te, nos permite tener mayor claridad del papel que han jugado 
estas instituciones en el desarrollo del sistema jurídico y en la 
protección progresiva de los derechos. Asimismo, el paso hacia 
la adopción de precedentes por parte de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación acompañó el tránsito del máximo tribunal 

236		  Astudillo, César, “El bloque y el parámetro de constitucionalidad”, en 
Carbonell Sánchez, Miguel, Fix-Fierro, Héctor, Valadés, Diego (coords.), Estado 
constitucional, derechos humanos, justicia y vida universitaria. Estudios en homenaje a Jorge 
Carpizo. Estado constitucional, t. IV, vol. 1, UNAM, Instituto de Investigaciones Ju-
rídicas, pp. 134 y 135.

237		  Para una lectura política de la reforma judicial de 2021, diversa de la que 
aquí se expone véase Hernández Chong Cuy, María Amparo, op. cit.
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hacia su consolidación como tribunal constitucional, el cual tiene 
la enorme responsabilidad de interpretar la Constitución a fin 
de delinear los contornos de los derechos ahí contenidos y cuya 
redacción es abstracta.

2. Momentos constitucionales

En esta sección me propongo explorar la función de los tribu-
nales constitucionales en el marco del constitucionalismo de dere-
chos en el que se colocaba México en 2021238 con la reforma cons-
titucional. Sostengo que el paso de la jurisprudencia al precedente 
era necesario en el proceso evolutivo de la construcción interpreta-
tiva del Poder Judicial de la Federación, que se explica  por la tarea 
asignada  a los tribunales en las democracias constitucionales. 

La afirmación previa requiere ser respalda por razones adicio-
nales, por lo que hemos de explorar ¿qué puede significar el que la 
Suprema Corte de Justicia funcione realmente como tribunal cons-
titucional, por una parte y, por otra, ¿qué implicaciones tiene que la 
doctrina constitucional239 que genere enmarque la labor de los órga-
nos jurisdiccionales del país según lo propuso la reforma de 2021?240

Vayamos por partes, el tránsito y la transformación de los que 
se ha hablado tienen lugar en el escenario del constitucionalismo 
contemporáneo, aquél que surge como resultado del abandono del 
legalismo cuyas expresiones jurídico-políticas se desbordaron de 

238		   Al menos todavía hasta la fecha en que esta contribución terminó de 
escribirse.

239		  Refiriéndose a los criterios interpretativos con valor de precedente que 
van moldeando la postura de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

240		  Según lo dispuso el artículo sexto transitorio de la reforma constitucional 
de 2021, el sistema de creación de jurisprudencia por precedentes entró en vigor 
con la emisión del Acuerdo General número 1/2021 de ocho de abril de dos mil 
veintiuno, del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por el que se 
determina el inicio de la undécima época del Semanario Judicial de la Federa-
ción, y se establecen sus bases. Disponible en: https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.
php?codigo=5615937&fecha=15/04/2021#gsc.tab=0. 
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una manera trágica en el pasado; junto con la inclusión de valores 
y principios en las Constituciones, lo que llevó a sustituir al “Estado 
de derecho” por el “Estado constitucional de derecho”.241 

El que el Estado se haya sujetado al constitucionalismo tiene 
como consecuencia, una cierta forma de entendimiento. Vivir en 
el marco del constitucionalismo podría caracterizarse, según Agui-
ló, como una ideología que muestra dos notas distintivas, a saber, el 
reconocimiento de los derechos como fuente de legitimidad política  
—cuyo respeto es central para la acción jurídico-política y se mani-
fiesta en una forma constitucional— en oposición a una forma legal 
ordinaria, con el objeto de garantizar el papel central de los dere-
chos.242 

Esta ideología tiene la característica de transformar las rela-
ciones que pasaron de soberano/súbdito/sujeto ciudadano que 
tiene una esfera de inmunidad que se manifiesta en los derechos de  
libertad.243 En ese sentido, el reconocimiento de los derechos 
marca los límites y proporciona el marco de justificación del po-
der político. A decir de Aguiló, la “forma” constitucional entraña 
dos ideas: que las normas fundamentales están codificadas y que 
lo constitucional presenta una oposición a lo legal. Así, la deci-
sión constitucional contiene aquello que es “fundamental” para 
la vida jurídico-política de esa comunidad.244

Las democracias constitucionales contemporáneas se caracte-
rizan por mantener dos principios fundamentales, a saber, el go-
bierno democrático245 y el constitucionalismo; la consecuencia de 

241		  Del Real refiere las ideologías como el nacional socialismo, como expre-
sión de dicho legalismo. Del Real Alcalá, J. Alberto, “Un sistema jurídico más so-
fisticado en el neoconstitucionalismo”, Derecho y realidad, núm. 20, 2012, UPTC, 
Facultad de Derecho y Ciencias Sociales, p. 321.

242		  Aguiló Regla, Josep, “Sobre el constitucionalismo y la resistencia constitu-
cional”, Doxa. Cuadernos de Filosofía del Derecho, núm. 26, 2003, pp. 290.

243		  Ibidem, p. 291.
244		  Ibidem, pp. 293-297.
245		  Sobre las formas en las que una democracia puede volcarse hacia su con-

trario, la autocracia, véase Salmorán Villar, María de Guadalupe (coord.), “De-
mocracia y los rostros de la autocracia”, Poder, democracia y derechos. Una discusión 
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este diseño es que todos los poderes públicos están sujetos a normas 
constitucionales jerárquicamente superiores.246 

Con la inclusión en la Constitución de un catálogo de derechos 
humanos y principios, se hizo evidente muy pronto que su aplica-
ción requeriría un tipo de aproximación diverso al que se pedía a 
las personas juezas en el Estado de derecho; ese rasgo que caracte-
riza a las Constituciones actuales es la “ductilidad”, que les permite 
mantener cierta integridad, al tiempo que incorpora la pluralidad 
de visiones que caracterizan a las sociedades democráticas median-
te su aplicación en sede jurisdiccional.247  

Ahora bien, la coexistencia de esos rasgos es posible gracias 
a la generalidad y hasta cierto punto, la vaguedad que presentan 
las normas jurídicas constitucionales,248 al ser la herramienta que 
permite los ejercicios necesarios de compatibilización de valores 
plurales en sociedades diversas, por parte de los tribunales. 

La integración de los derechos humanos y principios en la 
Constitución, con su papel central para las actividades del Estado, 
condujo a lo que se ha llamado el constitucionalismo de los derechos. Este 
constitucionalismo implica que los derechos cumplen un papel de 
fundamentación en el sistema jurídico, tanto para los ciudadanos 
como para las autoridades. Precisamente, la regulación abierta de 
los derechos abona a la práctica deliberativa e interpretativa que se 
genera en torno a ellos, y esto es una virtud.249 

con Michelangelo Bovero, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
2019, pp. 65-81. 

246		  Ferrajoli, L., Principia Iuris: teoría del derecho y de la democracia, Madrid, Trotta, 
2011, pp. 45-47.

247		  Zagrebelsky, Gustavo, El derecho dúctil, 4a. ed., trad. de Gascón, Marina, 
Madrid, Trotta, 2002, p. 14.

248		  Del Real, J. Alberto, op. cit., p. 324.
249		  En contra de otras opiniones que verían este cambio como un traslado 

de poder del legislativo al judicial, caracterizado por el decisionismo, Aguiló de-
fiende una lectura alternativa que valora el cambio como una evolución de los 
órdenes jurídicos que representan una oportunidad para mejorar nuestras prác-
ticas jurídicas. Esta  posición me parece la más adecuada. Aguiló Regla, Josep, 
“En defensa del Estado constitucional de derecho”, Doxa. Cuadernos de Filosofía del 
Derecho, vol. 42, 2019, p. 90.
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El constitucionalismo de los derechos, que produjo Constituciones 
materiales y garantizadas, significa dos cosas: por una parte, que 
la Constitución Política presenta normas de contenido sustantivo 
(llámense principios, valores, derechos o directrices) que orientan la 
acción del poder y, por otra, que ofrece garantías para la protección 
de dichas normas que se encomienda a las personas juezas.250 

Este estado de cosas es el que se viene gestando hace tiempo 
y que requiere de tribunales que apliquen, lean e interpreten la 
Constitución y demás legislación secundaria del sistema jurídico, a 
fin de que puedan expresar qué significa cada uno de los derechos 
en el contexto de una disputa específica, y cuyas respuestas irán for-
mando una línea de soluciones que se integrarán al ordenamiento 
jurídico vigente, creando una línea jurisprudencial de respuestas. 
Estas respuestas marcan rutas y moldean nuestras prácticas jurídi-
cas, van definiendo nuestros propósitos como sociedad ahí donde 
no estaban definidos.

En el contexto latinoamericano, la evolución del constitucio-
nalismo presenta una interesante superposición de capas históricas 
o momentos, cada una con su propia identidad y contribución al 
desarrollo constitucional de la región. Siguiendo a Gargarella,251 
podemos identificar cuatro momentos cruciales en este proceso 
evolutivo: el periodo de experimentación constitucional (1810-
1850), caracterizado por la búsqueda de modelos propios tras la 
independencia; la etapa fundacional (1850-1917), que estableció 
las bases de los estados modernos; la etapa del constitucionalismo 
social (1917-1980), que incorporó derechos colectivos y laborales; 
y finalmente, el constitucionalismo de derechos humanos (1980-
2000), que emergió, en muchos casos, tras las dictaduras militares.

Este recorrido histórico ha moldeado las constituciones contem-
poráneas de América Latina, incluida la mexicana. Sin embargo, más 

250		  Prieto Sanchís, Luis, “El constitucionalismo de los derechos”, Revista Espa-
ñola de Derecho Constitucional, año 24, núm. 71, 2024, p. 48.

251		  Gargarella, Roberto, “The «New» Latin American Constitutionalism. 
Old Wine in New Skins”, en Bogdandy Von, Armin et al. (eds.), Transformative 
Constitutionalism in Latin America, Oxford University Press, 2017.
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allá de las múltiples capas o momentos de innovación constitucional 
acumulados a lo largo de estos periodos, las constituciones actuales 
de la región pueden comprenderse esencialmente a través de dos di-
mensiones fundamentales que las definen y articulan: por un lado, la 
forma en que organizan y distribuyen el poder político, y por otro, 
el catálogo de derechos que reconocen y protegen. Estos dos pilares 
persisten como los ejes fundamentales que dan forma y sentido a los 
textos constitucionales latinoamericanos contemporáneos.252 En ese 
sentido, la Constitución y el resto de las disposiciones jurídicas del 
sistema nos proporcionan acuerdos fundacionales generales que nos 
permiten la coordinación, sin embargo, a medida que las interaccio-
nes se vuelven más específicas, surgirán desacuerdos como es natural 
en sociedades plurales. Los desacuerdos morales pueden surgir acer-
ca de qué significan determinados principios, cómo se aplican en un 
caso determinado, cuál es el alcance de una lectura o qué hechos 
han de ser considerados para aplicar alguna disposición, entre otras. 
Así, es necesario y de gran importancia que las sociedades cuenten 
con un método para resolver de manera autoritativa las controversias 
morales que surjan en su interior.253

Los tribunales constitucionales tienen encomendada esa tarea, 
como órganos cúspide del sistema jurídico. De acuerdo con Cap-
pelletti, se trata del 

…órgano jurisdiccional de carácter independiente y especializado, 
que tiene el monopolio del control de constitucionalidad y cuya fun-
ción esencial es garantizar la supremacía de la Constitución, actuan-
do como intérprete supremo de la misma y desarrollando criterios 
jurisprudenciales vinculantes para todos los poderes públicos.254

252		  Ibidem, 2017, pp. 216 y 217.
253		  Gómora-Juárez, Sandra, “Reglas, autoridad y aplicación del derecho. Un 

estudio introductorio”, en Gómora-Juárez, Sandra y Dávalos Torres, Susana 
(coords.), Elementos del precedente, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Ju-
rídicas, en prensa.

254		  Cappelletti, Mauro, “Necesidad y legitimidad de la justicia constitucio-
nal”, en Favoreu, Louis (coord.), Tribunales Constitucionales europeos y derechos funda-
mentales, Madrid, Centro de Estudios Constitucionales, 1984, p. 614.
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La serie de elementos que hemos venido integrando, articulan 
una concepción del constitucionalismo de derechos y de las con-
secuencias que se siguen de su aplicación cotidiana. La dificul-
tad que hemos enfrentado en México tiene que ver con la resistencia 
que prevalece respecto a la comprensión e interiorización de ese 
constitucionalismo, a la que denominaré el imaginario jurídico-
constitucional dominante. Este imaginario jurídico-constitucional 
dominante en México se refiere a la forma que tenemos de conce-
bir integralmente, el origen, las funciones, la estructura y la justifi-
cación misma del Estado y del derecho.255 

Este imaginario se compone de diferentes elementos, entre los 
que se encuentra una concepción de la jurisdicción que se sustenta 
en presupuestos de la Ilustración y el movimiento codificador que 
se traducen en asunciones como: 1) La racionalización del derecho se 
efectuó a través de los Códigos que se aceptan como la forma úni-
ca de regulación social, dado que sus disposiciones son generales, 
abstractas, uniformes, precisas, coherentes y completas; 2) Dado el 
punto 1, entonces la tarea de las personas juezas radica en la exac-
ta aplicación de la ley como un ejercicio estrictamente cognitivo y 
racional.256

Se trata de una concepción cognitivista o racionalista de la 
jurisdicción. Desde esta concepción aprendida en las escuelas de 
derecho, seguimos reforzando la idea de que las personas juezas 
solo aplican la ley; si se crea jurisprudencia excepcionalmente, 
es solo para aclarar algún punto que ya estaba ahí; resolver confor-
me a derecho significa obedecer alguna regla clara, con lo cual, la  
 

255		  Serna de la Garza, José María, Impacto e implicaciones constitucionales de la 
globalización en el sistema jurídico mexicano, México, UNAM, Instituto de Investiga-
ciones Jurídicas, 2012, pp. 9 y 10.

256		  En la medida en la que se encuentras espacios irreductibles de discrecio-
nalidad en la aplicación de la ley, se comienza a hablar del déficit de legitimidad 
de la judicatura. Prieto Sanchís, Luis, “La teoría de la interpretación en el 
origen de la justicia constitucional y en el desarrollo de la teoría de la argu-
mentación jurídica”, en Gascón Abellán, Marina (coord.), Argumentación jurídica, 
Valencia, Tirant Lo Blanch, 2014, pp. 43 y ss.  
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jurisprudencia ha sido considerada como una fuente secundaria, au-
xiliar o irrelevante.257

El problema es que ese imaginario jurídico-constitucional, 
que persiste y pervive tan arraigado en nuestras prácticas, es in-
compatible con los presupuestos que fundamentan y articulan el 
constitucionalismo de derechos humanos. El constitucionalismo 
que formalmente hemos asumido en México —a la luz del derecho 
positivo tal y como existe actualmente— requiere de unas convic-
ciones y presupuestos muy distintos a los recién referidos. 

El constitucionalismo de derechos humanos, en cambio, se sus-
tenta en asunciones como: 1) El derecho es imperfecto e incomple-
to, presenta lagunas, contradicciones internas, vaguedad y una in-
clinación permanente a la zona de penumbra, así como principios 
que son contenidos abiertos e indeterminados; 2) Dado el punto 
1, entonces el derecho requiere interpretación para su aplicación 
en los casos concretos, la cual es entendida como un acto creativo 
y constructivo de asignación de significados y no solo de conoci-
miento. Se trata de una concepción no cognitivista o realista de la 
jurisdicción.258

La idea de derechos humanos como centro de las funciones 
de las autoridades, de los tribunales como órganos productores de 
reglas, de que la jurisprudencia es la versión más acabada del dere-
cho en general y los derechos en particular, son elementos que no 
han formado parte de ese imaginario jurídico-constitucional domi-
nante en México.

Siguiendo la línea de análisis trazada, la transición que vivimos 
en materia de precedente es una expresión del panorama ampliado 
que hemos esbozado, pero también una manifestación de la coe-

257		  López Medina, Diego, “La transformación de la «jurisprudencia» tradi-
cional en el «precedente» contemporáneo: hacia una historia regional entrela-
zada de las fuentes del derecho en América Latina”, en Martínez Verástegui, 
Alejandra, (coord.), El precedente judicial en la tradición continental. Teoría y práctica del 
precedente judicial en Iberoamérica, México, Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
Centro de Estudios Constitucionales, 2022, p. 183.

258		  Prieto Sanchís, Luis, “La teoría de la interpretación en el origen de la 
justicia constitucional…”, cit. pp. 57-59.
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xistencia de instituciones que pertenecen a diferentes momentos 
constitucionales en esta superposición de capas referida. Esta tesis 
nos permite advertir que el sistema de jurisprudencia y la incor-
poración del sistema de precedentes se enmarcan en procesos más 
profundos, en los que no hemos reparado suficientemente.

La evolución constitucional mexicana presenta un interesante 
fenómeno de estratificación normativa e institucional, en los tér-
minos de las etapas del constitucionalismo en Latinoamérica. La 
Constitución de 1857 estableció los cimientos del orden jurídico 
nacional, mientras que la Carta Magna de 1917 expandió signi-
ficativamente el horizonte de los derechos, de manera particular 
en su dimensión social, aunque mantuvo prácticamente inalterada 
la arquitectura institucional preexistente. El periodo constitucional 
de mediados del siglo XIX resulta especialmente significativo en 
la historia jurídica mexicana, pues  fue cuando se configuraron los 
rasgos esenciales de numerosas instituciones jurídicas que mantie-
nen su vigencia hasta la actualidad. Un ejemplo paradigmático de 
este legado es la institución de la jurisprudencia mexicana, que en-
contró su primera formalización en la Ley de Amparo de 1882.

Este proceso histórico desde esta tesis revela una problemática 
estructural más profunda: la superposición y frecuente colisión en-
tre instituciones jurídicas provenientes de distintas épocas del cons-
titucionalismo latinoamericano, cada una respondiendo a lógicas y 
necesidades históricas diferentes. Como señala Gargarella,259 esta 
yuxtaposición ha generado un efecto paradójico; que  las estructu-
ras institucionales más antiguas no solo fallen en complementar las 
innovaciones constitucionales más recientes, sino que en ocasiones 
actúen como obstáculos para su efectiva implementación, creando 
una tensión entre el marco institucional heredado y las aspiraciones 
constitucionales contemporáneas.

De esta manera, afianzamos en el centro del ordenamiento 
jurídico mexicano la tensión e incluso obstaculización entre ins-
tituciones y afirmaciones que pertenecen a distintas etapas cons

259		  Gargarella, Roberto, “The «New» Latin American Constitutionalism. 
Old Wine in New Skins”, cit., pp. 228-231.
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titucionales,260 todas las cuales responden a necesidades e intereses 
distintos entre sí. Cada institución jurídica, como es el caso de la 
jurisprudencia y el precedente surgió como producto de su entorno 
social y contexto histórico, por lo que es preciso recordar que per-
seguían y asumían ciertas ideas prevalecientes en la época.261 

Por una parte, la concepción cognitivista de la jurisdicción ali-
menta el imaginario jurídico-constitucional, que diseñó la concep-
ción de “jurisprudencia” originada en el constitucionalismo fundacio-
nal, en tanto que la ola de transformación comprometida con los 
derechos humanos es producto del constitucionalismo de derechos hu-
manos, que requieren de una concepción realista de la jurisdicción. 

Esta reflexión es aplicable directamente a nuestra jurispruden-
cia en general; sugiere repensar nuestras instituciones, y reconocer 
las modificaciones a la estructura institucional que dificultan, impi-
den o entorpecen el pleno desarrollo del constitucionalismo de derechos 
humanos. 

La tensión constitucional planteada parece subsistir, no solo 
debido al imaginario jurídico-constitucional que seguimos repli-
cando, sino también a la falta de actualización en la formación del 
gremio jurídico que incorpore y materialice, en sus programas de 
estudio, los presupuestos del constitucionalismo de derechos. 

En ese sentido, la transformación constitucional enfrenta un 
desafío fundamental: la efectividad de las reformas constituciona-
les está intrínsecamente ligada a la modernización de su estruc-
tura orgánico-institucional. La mera incorporación de nuevos 
derechos o principios, sin una correspondiente actualización del 
aparato institucional que debe implementarlos, resulta insuficien-

260		  Al respecto, considérese que la Constitución mexicana de 1917, producto 
del constitucionalismo social buscó reflejar las conquistas sociales de la Revolu-
ción Mexicana, defendibles con las herramientas del Estado liberal, a través del 
juicio de amparo; una preocupación central en  los debates del poder Constitu-
yente era poner límites a los sujetos de derecho privado frente a las garantías indi-
viduales de contenido social. Cossío, José Ramón, Dogmática constitucional y régimen 
autoritario, México, Distribuciones Fontamara, 1998, pp. 28 y 29.

261		  Gargarella, Roberto, “The «New» Latin American Constitutionalism. 
Old Wine in New Skins”, cit., pp. 213 y 223.
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te para lograr una verdadera transformación constitucional. Esta 
desconexión entre las nuevas aspiraciones constitucionales y las 
estructuras institucionales tradicionales constituye un obstáculo 
significativo para la materialización efectiva de las disposiciones 
constitucionales.

Si bien la armonización entre el marco institucional y las nue-
vas disposiciones constitucionales sobre derechos humanos repre-
senta solo un elemento dentro del conjunto de transformaciones 
estructurales necesarias, su importancia es vital para lograr una 
verdadera síntesis constitucional. De modo que la modernización 
del aparato institucional no es meramente deseable, sino impres-
cindible para garantizar la operatividad y eficacia del nuevo orden 
constitucional.262

Con estos elementos sobre la mesa, consideremos que nues-
tra jurisprudencia —y su diseño— fue producto del constitucio-
nalismo fundacional (1850-1917), en cambio, la incorporación del 
precedente judicial en el ordenamiento jurídico mexicano ha sido 
producto del constitucionalismo de derechos humanos. 

En ese sentido, podemos advertir que la reforma judicial en ma-
teria de precedente judicial no se trata solamente de nuevas reglas o 
más procedimientos, sino de una forma de entender la jurisdicción 
y su papel en el desarrollo y protección de los derechos humanos 
—en su lectura constitucional y convencional—. Reconocer que un 
criterio interpretativo de la Suprema Corte con la votación indica-
da constituya un precedente vinculante y generar jurisprudencias y 
precedentes que reflejen con claridad el criterio sustentado, en las 
razones que llevaron a su adopción son acciones concretas que inci-
den directamente en la protección de los derechos de las personas, 
así como en el fortalecimiento del papel de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación como tribunal constitucional.

Se trata de la toma de conciencia acerca de que las modifica-
ciones a la parte dogmática de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos serán realizables, si y solo si se acompañan 

262		  Ibidem, p. 231.
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con instituciones actualizadas y coherentes con los presupuestos 
fundamentales del tipo de constitucionalismo que nos hemos dado.

Adicionalmente, los criterios interpretativos derivados del Ex-
pediente Varios 912/2010, establecieron un nuevo tipo de control 
de la regularidad de los actos de autoridad (control difuso) y precisa-
ron el nuevo parámetro para dicho control, que incluye las normas 
de derechos humanos previstas en tratados internacionales. Estas 
transformaciones son profundas, en tanto nos exigen una forma 
distinta de razonar, exigir, pensar y vivir el derecho, que coloque 
en el centro a la Constitución y a los derechos humanos, elementos 
ausentes en el constitucionalismo fundacional.

La reforma en materia de derechos humanos de 2011 trazó 
la ruta, y la reforma de 2021 en materia de precedente judicial 
puede leerse como una de las modificaciones necesarias a la par-
te orgánica de la Constitución que articula un eslabón más en el 
camino al cumplimiento del mandato contenido en el artículo 1o. 
constitucional, según el cual, todas las autoridades, en el ámbito 
de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, 
proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con 
los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 
progresividad. 

El constitucionalismo de derechos humanos requiere ciertas 
instituciones y acciones para su concreción; el precedente es una 
de esas instituciones. Así pues, esta reflexión nos permite identificar 
que la transformación de instituciones como aquella de la juris-
prudencia tradicional y la incorporación del precedente son parte 
de esta evolución constitucional. No es factible seguir operando de 
manera acrítica con insumos diseñados en otras etapas constitu-
cionales para producir los resultados que demanda hoy el consti-
tucionalismo de derechos que vivimos, y que los Poderes Judiciales 
locales están llamados también a impulsar.




